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Acta N° 274 de junio 10 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Luis Edgardo Sanz Suárez contra el Juzgado Segundo de Familia local, a la que fueron vinculados Patricia Henao González, la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial y la Jefe de Oficina Judicial de la misma dependencia.
ANTECEDENTES

Luis Edgardo Sanz Suárez, quien actúa en su propio nombre, presenta acción de tutela frente al Juzgado Segundo de Familia de esta ciudad, en la que aduce la violación del derecho fundamental de petición, consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional.

 



Dijo en su escrito que el 9 de noviembre de 2015 presentó  ante el despacho accionado una solicitud con el fin de que se expidiera copia auténtica del oficio número 1264 del 27 de julio de “1995”, que da cuenta del desembargo de las acciones y derechos que posee en la sociedad Neurodiagnósticos Limitada, teniendo en cuenta que el proceso donde se decretó la medida ya terminó; a la fecha, pasados 5 meses, no se ha hecho entrega del mismo, ni se ha hecho manifestación distinta a que en “archivo NO aparece”.
  



Pidió, por tanto, que en un término no superior a 48 horas, el Juzgado ubique en el archivo el expediente radicado al número 66001-31-10-002-1997-06133-00, contentivo del proceso de divorcio seguido por Patricia Henao González en su contra; y una vez hallado, que se expida a su costa la copia pedida.





Con la demanda aportó copia de la solicitud elevada.

Se dispuso el trámite respectivo y se concedió al accionado el término de 2 días para pronunciarse. Así se hizo, de manera inicial, por parte de la secretaría que dio cuenta de que a pesar de haber hecho varios requerimientos al archivo central del Palacio de Justicia donde se encuentra el expediente, no ha sido posible, pese a varios requerimientos, que sea entregado en el despacho.

Con esa información, se procedió a vincular a la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial y a la Jefe Oficina Judicial de la misma dependencia. El titular del despacho demandado informó que revisados los libros radicadores se constató que dentro del referido asunto fue dictada sentencia el 28 de abril de 1997 y se ordenó su archivo; luego de ello se surtieron otras actuaciones, que aparecen registradas en el respectivo libro; con ocasión del memorial arrimado por el señor Sanz Suárez, se solicitó a la Dirección Seccional de Administración Judicial la entrega del expediente para obrar de conformidad, pero a la fecha no ha sido posible, a pesar de los varios requerimientos efectuados por el notificador del juzgado a los empleados del archivo, tampoco se ha obtenido respuesta por parte de la Dirección Seccional; de esa situación se informó a la abogada que el interesado autorizó para recibir el documento del caso, lo que se hizo el día 1º de junio del presente año.
Por su parte, el Director Ejecutivo Seccional, por medio de apoderada judicial, precisó que no se puede dar respuesta a la solicitud elevada por el accionante, como quiera que la misma no les fue presentada a ellos, ni remitida por competencia y, en tal orden de ideas, la responsabilidad recae en el Juzgado; agregó que los empleados de la oficina se encuentran realizando la búsqueda exhaustiva del expediente, sin que a la fecha se tenga un resultado satisfactorio.
CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



Se acude en esta oportunidad en procura de la protección del derecho de petición, que el accionante estima vulnerado por el Juzgado Segundo de Familia de esta municipalidad, al afirmar que no le responde lo solicitado desde el 9 de noviembre de 2015, en relación con la entrega de copia auténtica del oficio número 1264 del 27 de julio de 2005, librado dentro del proceso de divorcio que fue instaurado en su contra por Patricia Henao González, con el que se comunica el levantamiento de una medida cautelar.
 



De manera preliminar es preciso aludir a la diferencia entre lo que constituye el derecho de petición dirigido a un juez y una solicitud propia de un trámite judicial. En el primer caso, se trata de cuestiones de orden administrativo, ajenas, en general, al desarrollo de un proceso, sometidas, por tanto, a las reglas del derecho administrativo. En el segundo, en cambio, el requerimiento se hace dentro de una actuación de la que el funcionario conoce y debe amoldarse al imperio de las reglas que gobiernan el proceso. Recientemente
 reiteró la Corte Constitucional que: 

… todas las personas tienen derecho a presentar peticiones ante los jueces de la República y que éstas sean resueltas, siempre y cuando el objeto de su solicitud no recaiga sobre los procesos que un funcionario judicial adelanta
. En concordancia con esto, resulta necesario hacer una distinción entre los actos de carácter estrictamente judicial y los actos administrativos que pueden tener a cargo los jueces, puesto que respecto de los actos administrativos son aplicables las normas que rigen la actividad de la administración pública, mientras que, respecto de los actos de carácter judicial, se estima que estos se encuentran gobernados por la normatividad correspondiente a la Litis
. 

En este orden de ideas, no es dado a las personas afirmar que los jueces vulneran el derecho de petición cuando presentan una solicitud orientada a obtener la definición de aspectos del proceso. En tales casos, se puede invocar el derecho al debido proceso, y demostrar que el operador judicial se ha salido de los parámetros fijados por el ordenamiento jurídico al respecto, desconociendo las reglas correspondientes al trámite de un determinado proceso judicial.

De esta manera, cuando los operadores judiciales incurren en mora o no responden apropiadamente asuntos correspondientes al proceso judicial, se genera una vulneración del debido proceso y un obstáculo para el acceso de la persona a la administración de justicia
.

    



Esto último es lo que ocurre en el caso que se plantea, pues se trata de obtener la expedición de una copia auténtica de un oficio que fue librado dentro del proceso de divorcio que se adelantó en contra del accionante, con el propósito de hacer efectivo el levantamiento de las medidas cautelares allí decretadas. Por ello, a la solicitud debía responderse por el medio con el que comúnmente se comunica el juez con las partes, esto es, mediante una providencia judicial, para el caso un auto. 
Así aconteció, como quiera que el Juzgado, con auto del 31 de mayo último, se pronunció y decidió poner en conocimiento de la persona autorizada por el solicitante para recibir las copias, del contenido de ese proveído en el que se indicó que no cuenta el despacho con el expediente del que se requiere la copia y aunque fue solicitado al archivo central donde reposa no se le ha entregado. 

Es decir que en lo que corresponde al Juzgado puede afirmarse que se ha superado el hecho que dio origen al reclamo constitucional, pues se obtuvo el pronunciamiento del caso, aun cuando no satisfaga el interés perseguido, si bien se torna improcedente ordenarle que en un específico término ubique el expediente en el archivo, pues está claro con la respuesta brindada por la oficina encargada de esa custodia, que ha sido imposible localizarlo. 

Si la situación siguiera así, también es evidente que el procedimiento le brinda al interesado otros mecanismos de defensa judicial para lograr su cometido, como la eventual reconstrucción del expediente, si es que en últimas no apareciera. No habría otra forma de responder al requerimiento que se le hace al despacho. 

En consecuencia, se declarará la carencia actual de objeto, en lo que respecta al Juzgado. 
   



Distinta es la situación frente a la Dirección Seccional de Administración Judicial, que se escuda en que no fue a ella a quien se les elevó la petición, ni se les ha trasladado por competencia. Se equivoca, porque en su caso, sí tiene cabida el derecho de petición, por ser una entidad netamente administrativa, por un lado; y por el otro, porque contrario a lo que aduce su apoderada judicial, sí se le trasladó la solicitud, como préstamo de proceso, desde el 10 de noviembre de 2015 (f. 19), sin que hasta la fecha le hayan comunicado al juez, o al interesado, cuál es la razón por la cual no se ha enviado, lo que no se suple con la respuesta enviada a esta Corporación, lo cual es necesario, porque es a partir de allí que deben adoptarse las medidas procesales pertinentes, como quedó anotado. 

  
  


De manera que si el derecho de petición se funda en que el particular pueda dirigirse a una autoridad, y en ocasiones a un particular, para que le brinde una respuesta, que debe ser oportuna, resolver de fondo, con claridad, precisión y congruencia lo solicitado, y puesta en conocimiento del peticionario
, estas autoridades han omitido pronunciarse, y en ello han transcurrido ya un poco más de seis meses, con lo cual no queda alternativa distinta a la de conceder el amparo para que, atendiendo esas características, directamente o por medio de la Jefe de la Oficina de Archivo, se le informe al Juzgado qué ocurre con su petición, con el fin de que este, a su vez, lo haga saber al peticionario.
   



Así se procederá, aunque, se reitera, la acción se promovió pasados algunos días de los seis meses que por regla general ha establecido la jurisprudencia nacional como término razonable para acudir a este mecanismo extraordinario para no pasar por alto la regla de la inmediatez, pues apenas sí se superó ese tope por quince días, que no se entienden suficientes para cerrar las puertas al juez constitucional.   
   



DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

1°.
DECLARAR la carencia actual de objeto en el amparo deprecado contra el Juzgado Segundo de Familia, al superarse el hecho que motivó su promoción.




2°.
CONCEDER la protección del derecho de petición, vulnerado en este caso por la Dirección de Administración Judicial local. En consecuencia, se le ordena a su Director que en un término que no supere las cuarenta y ocho horas (48), por sí mismo, o por conducto de la Jefe de Archivo, se le dé respuesta al juzgado sobre la solicitud de préstamo de procesos que se radicó allí el 10 de noviembre de 2015. 

   



De ello, dará cuenta a esta Sala. 
  



Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Una vez regrese el expediente, archívese sin más trámite si no hay impugnación o revisión. 

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS   
         DUBERNEY GRISALES HERRERA  

          





      
     Con salvamento de voto
� Sentencia T-172 de 2016


� Ver sentencia C-951 de 2014


� Ver sentencias T-1124 de 2005, T-215A de 2011, T-920 de 2012, T-311 de 2013 y C-951 de 2014


� Ver sentencias T-334 de 1995 y T-007 de 1999


� Sentencia T-404 de 2015





7

